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1. CARACTER Y PRESUPCESTOS PROCESALES 
DE LA HUEI.GA 

Figura de iniportaiicia capital en la experiencia laboral contempori- 
nea, la Iiuelga suele entenderse como una figura sindical polivalente, 
regulada de manera contrastante en los diversos sistemas jurídicos. Así, 
concebida dentro del ordenamiento mexicano como la suspensión tem- 
poral del trabajo realizada por la coalici6n de los trabajadores para la  
defensa y pron~oción de sus intereses colectivos, se trastoca su natura- 
leza para ronvertirla cn lirio más de los procedimientos laborales dise- 
ñados por el legislador, anulando su función beligerante de expresión 
fiindamental y libre de la acción articulada del trabajo. 

Renato Scognamiglio' la concibe como aquel derecho conflictual 
colectivo de los trabajadores, traducible en el poder de una coalición 
obrera para iiiterrumpir la prestación de las labores que se debe a los 
patrones. 3Ias calle dejar bien claro que entendida con rigor, la huelga 
debe explicarse como la expresión más importante de la vida sindical, 
cuya razón y relevancia se desprenden de la oportunidad y eficacia qiie 
en cada caso revista para la estrategia y reivindicciones de las agrupa- 
ciones profesionales de los trabajadores. 

De esta suerte, contemplada aún dentro de nuestra dogmática, como 
el instrumento legal de mayor contundencia para realizar la protección 
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y mejora progresiva del interés profesional de quienes desempeñan su 
trabajo para otro, la huelga se regula dentro del derecho patrio conio 
un rito procedimental que el Estado controla abiertamente. Dentro de 
tal perspectiva, su acopio procesal se condiciona a que los interesados 
logren conjuntar los requisitos de fondo, forma y mayoría, que como 
se precisará al hablar de su existencia, legitiman y dan rigor solemne 
al llamado derecho de huelga. 

De esta suerte, dentro del nuevo marco del mundo laboral imbuido 
de profundo pragmatisnio y propendiente a la modernidad, la flexibi- 
lización de las relaciones de trabajo. el auge neoliberal y la producti- 
vidad, se ha acentuado dentro de nuestro sistema, una abierta política 
legislativa con amplio respaldo jurisprudencial, propendiente a neutra- 
lizar primero, los derechos colectivos, para despues procurar su defini- 
tiva desaparición como ocurrió formalmente, con nuestra refoma agra- 
ria y la reivindicación de los trabajadores en el campo. Por lo mismo 
se sostiene que el final de la huelga es inminente, lo cual nos lleva a 
afirmar con Rivero y Savatier que la historia más bien ha demostrado 
que las prohibiciones, persecusión y represiones en contra de esa figura 
no lograron jamis supriinirla, por lo que en la actualidad con su multi- 
plicidad y fuerza, su proscripción nos parece imposible, resultando con- 
trastablemente que la huelga ha alcanzado el prestigio de los derechos 
humanos. 

De otra parte, en nuestro derecho positivo, el legislador considera 
que la huelga es un derecbo de la coalición mayoritaria de los traba- 
jadores de una empresa, la afectada por la fuerza del conflicto colectivo 
y que con dicho caricter se acredita en la praxis, mediante el asenta- 
miento en cMulas de la votación individual de los huelguistas. Al pensar 
en estas limitaciones recordamos con Ortega ArenasS que "el gobierno 
comprende muy bien que las huelgas abren los ojos a los obreros.. . 
razón por la cual les teme y se esfuerza a todo trance, por lograr sofo- 
carlas de inmediato". 

Es por estas circunstancias que en otra oportunidad hemos sostenido 
con firmeza que con el inimo de refrenar la acción directa y desman- 
telar, en lo posible, el desarrollo espontineo de las coaliciones de tra- 
bajadores, el legislador neutralizó los efectos sociales de la huelga al 
reglamentarla, formalmente, como uno de los procedimientos labora- 
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les. Se buscó de esta manera, cancelar la resistencia y movilización de 
la fuerza del trabajo organizado para confrontar los abusos del patrón 
o en su caso, los excesos del gobierno, mediante una solución ritual 
que confiera a las autoridades laborales, la potestad resolutiva de deter- 
minar realmente si en los conflictos de liuelga se ha verificado o no  un 
desequilibrio "significativo" entre los factores de la producción y en- 
tonces proceder a reinstaurar el orden. Asi, a través de estos principios, 
se pretende violentar el derecho con que cuentan los trabajadores, iini- 
dos en coaliciones, para interrumpir el proceso productivo y reivindicar 
el interés profesional, de acuerdo con su criterio y el peso de su pre- 
sión, el carácter de sus movilizaciones y hasta el sentido politico de sii 
labor de promoción profesional.4 

Por lo mismo, no podemos dejar de ponderar la asiinción del siste- 
ma que omite regular el uso de la huelga, remitiendose a operar su 
simple reconocimiento dentro de la Constitución, a traves de un articu- 
lo simplemente preceptivo, de aplicación inmediata. El prurito de 
reglamentar el ejercicio de esta institución de resistencia obrera, amén 
de legitimar la injerencia absorvente del Estado, busca arrebatar a los 
trabajadores coaligados su derecho de determinar la abstención colec- 
tiva del trabajo, consecuente con sus movilizaciones de defensa y re- 
sistencia. 

En esta virtud, más que refrenar su eficacia reivindicadora a travhs 
de su reglamentación como un procedimiento que reclama la interven- 
ción vincnlatoria de los tribunales de trabajo, debiera fortalecerse su 
función de autotutela, para resolver las controversias jurídicas y econó- 
micas de carácter colectivo, a la vez que se estimule sil fuerza y presti- 
gio como medio eficaz de presión financiero y político. Tal  aspiraci6n 
se entiende consecuente con el principio de libertad sindical, cuya pers- 
pectiva y exigencia práctica corresponde, ciertamente, a la acción del 
trabajo organizado. 

Como bien ha apuntado ProsperettLs ". . .en tratdndose de un mero 
comportamiento omisivo de los trabajadores huelguistas, no parece que 
sea necesaria ningún tipo de formalidad especial.. . para su acopio". 
De otra parte, reconocida como un derecho, dentro del sistema brasi- 
leño, Mascaro Nascimentoe estudia la huelga como una tecnica procesal 
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de autodefensa cuyo objeto es resolver el conflicto colectivo "directa- 
mente" entre las partes de la controversia o bien mediante la imposi- 
ción de una parte sobre otra, que en la especie es obviamente, la de los 
liuelguistas sobre el empresario. De otra parte, podemos afirmar que 
si se acepta que la huelga quede sometida a la autorización de  las auto- 
ridades laborales o el permiso de la fuerza policiaca, su fuerza se per- 
dería y se estaría ante una farsa. 

2. L A  DELZBERACZóN DEL MOVIMIENTO DE HUELGA 

Más allá del prurito procesal y de los imperativos formales impues- 
tos por el legislador, la prehuelga ha de entenderse como la fase preli- 
minar que antecede, en su mecánica, al ejercicio del derecho de huelga, 
ostensible en la vida sindical, al momento del estallamiento. Es por 
consiguiente, esta fase del proceso, el periodo comprendido entre la 
deliberación de la huelga por los trabajadores, que incluye ciertamente 
su proclamación, hasta el momento de su realización a traves de la ce- 
sación temporal de las actividades en el centro de trabajo respectivo. 

Para una importante corriente de opinión, el periodo de prehuelga 
abarca más bien, desde la presentación del pliego petitorio con empla- 
zamiento a huelga, ante la Junta competente de Conciliación y Arbi- 
traje, hasta la suspensión de las labores anunciadas con antelación y 
en los tkrmi~ios previstos en la Ley, por la organización profesional 
interesada o emplazante. En esta virtud, dentro del marco formal de 
dicha etapa, se sostiene que la Junta, como instancia jurisdiccional en 
materia de trabajo, reduce su injerencia procesal al control de la per- 
sonalidad de las partes de la controversia y a la determinacibn de su 
propia competencia para resolver el conflicto de huelga, como pronto 
se detallará. 

Así, dentro de  las pláticas preliminares a la huelga quedan compren- 
didas tanto la delibaación como la proclamación correspondientes de 
la misma, dentro del actuar de resistencia y de autopromoción profe- 
sional de los obreros. Dentro de este orden de ideas, la deliberación 
del movimiento de huelga, consistente en el consenso de los trabajado- 
res para modificar las condiciones de trabajo o someter el actuar ,del 
patrbn al sentido de sus pretensiones, es considerado por Riva Sanse- 
verinoy como un acto de  concertaci6n interno. Sobre este particular, 

r R r v ~  SI~sw~nrm>, Luiea, Elementi di diritto sindicale e del kvoro, Paclus, Ce- 
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la experiencia nos deniuestra que tal deliberación da lugar, regular- 
mente, a la reflexión y estrategia de los trabajadores afectados, para 
conseguir una idónea solución a los conflictos de naturaleza jurídica o 
co1et:tiva económica, que les conduzca a acordar la realización del mo- 
viniiento de presión o reivindicatorio que mejor convenga al caso. 

En esta virtud, al momento de la deliberacidn, la coalisión huelguis- 
ta procede a determinar las pretensiones o las plataformas de reiviudi- 
cación profesional que habrán de exigirse ante la empresa, diseñándose 
los mecanismos de movilización más efectivos para someter el actuar 
de $11 contraria y coniprometer, incluso, la intervenci6n del Estado en 
favor de sus reclamos. En esta fase es donde se determina la eficacia 
de la huelga, que aunque reducida por nuestro sistema al ámbito res- 
tricto de una empresa plantea, sin embargo, perspectivas abiertas de 
tienipo, materia y espacio. 

Sobre este particular, estima Napoletanos que durante tal periodo 
I;is organizaciones sindicales determinan, dentro de su plataforma inter- 
na, las exigencias qiie reclamarh ante la contraparte, así como la ex- 
tensión y duración de la hiielga. Se trata frecuentemente, afirma Giu. 
seppe Pera8 de una verdadera orqiiestación metódica y minuciosa, por 
parte <le la organizacihii profesional, qiie bien puede equipararse a la 
ronrepcibn preliminar de un programa científico de acción. 

Por otra parte, paradójico resiilta que al escribir sobre el procedi- 
miento de huelga en una de sus fases de mayor impacto, miremos a 
promover el esfuerzo de los trabajadores en la ciudad y en el campo, 
como el grueso de la población, para implantar un sistema dentro del 
que opere el reconocimiento constitucional del derecho de huelga, pero 
romo lo explica Persiani,'"in sujeciones a iina disciplina ordinaria, 
romo resulta en la especie, la Ley Federal del Trabajo. De esta suerte, 
al Iiablar Y cuestionar sobre el periodo de prehuelga, aspiramos a im- 
pnlsar la idea de qiie la fórn~ula autkntica para preservar la libertad 
v la democracia sindical es la de reconocer la figura de la huelga como 
"iin derecho irrestricto", que sin atadiiras en la legislación ordinaria, 
sea reivindicado dentro de la Carta Magna como el instrumento de ma- 
yor tradición y eficacia de la movilización profesional de los trabaja- 
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dores. Gran significado tiene así, la creencia en la posibilidad de que 
la huelga se ejercite libremente, sin la intervención ni coptaciones, con- 
troles ni represión por parte de los tribunales. 

3. PROCLAMACZON DE LA HUELGA 

Para una importante corriente de opinión, la proclamación de la 
huelga traduce el efecto de la comunicación del acuerdo concertado 
en la deliberación, por los huelguistas y deberá hacerse llegar no Úni- 
camente al patrón, sino tambien al Estado y a la colectividad que, en 
la especie comprende obviamente, a la coalición involucrada. Con 
acierto, Luisa Riva Sanseverino considera l1 que en contraste con la 
celebración del movimiento de huelga, la proclamación de este derecho 
tiene significación y se revela como una concertacihn de actos externos. 

El inicio del procedimiento de buelga, dentro del derecho patrio, 
parte del momento de la proclamación de la misma, mediante la citada 
interposición del pliego petitorio, que amen del emplazamiento requie- 
re tambien, la anticipación a la Junta y al patrón del preaviso del 
estallamiento, cuando menos con seis dias de anticipación, en tratán- 
dose de empresas en general, y de diez, cuando se pudieran afectar 
servicios públicos. El termino habrá de computarse a partir del día 
y la hora en que se hubiere notificado al patrón (articulo 920, fracción 
1 a 111 de la LFT). El legislador contempla como servicios públicos 
a este respecto, los de gas. luz, energía electrica, comunicaciones y 
transportes, aguas, limpia, sanitarios, hospitales, cementerios y alimen- 
tos de primera necesidad, tal y como se desprende del articulo 925 de 
la Ley.'* 

Con espíritu inquisitorial el legislador dispone que el pliego de pe- 
ticiones se dirigirá por escrito al patrón debiendose formular las peti- 
ciones, anunciar el propósito de ir a la huelga si estas no son satisfe- 
chas, expresar concretamente el objeto de la misma, así como señalar 
el día y hora del estallamiento o el termino de prehuelga. 

Si faltara en el lugar en donde el conflicto de huelga hizo eclosión, 
una Junta de Conciliación y Arbitraje, la presentación del pliego peti- 
torio con el aviso correspondiente, deberá ser interpuesto, por dupli- 
cado, ante las autoridades laborales que existan en esa localidad o en 

11 RIVA S ~ r s w ~ ~ i m > ,  Luisa. op. cit., p. 65. 
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su defecto, ante la autoridad política más importante. Tales organismos 
contarán con la obligación de turnar el expediente a la Junta de Con- 
ciliación y Arbitraje que estimen competente, dentro de las 24 horas 
siguientes al momento de la recepción del pliego. Todo ello, sin detri- 
mento de la obligación de avisar telegráfica o telefónicamente al Pre- 
sidente de la Junta (articulo 920 fracción 11 de la LFT). 

Dentro del derecho patrio, el legislador considera que el periodo de 
prehuelga tiene inicio a partir de la recepciún, por el patrón, del em- 
plazamiento a huelga, razón por la cual se estima que su ciclo se col- 
ma, formalmente, al momento del estallamiento de la misma. De esta 
suerte, ha de entenderse que comprende el termino señalado por los 
emplazantes, y no, como suele sostenerse, aquél de seis y diez días res- 
pectivamente, de acuerdo con lo previsto en la Constitución y la Ley 
Federal del Trabajo, según se ha explicado anteriormente.1S 

El manejo del preaviso, como una práctica insalvable y necesaria, en 
cuanto que representa una garantia de seguridad y buena fe, con la 
pretensión de impedir las paralizaciones intempestivas del trabajo que 
pudieran acarrear perjuicios irreparables no sólo a la empresa, sino al 
bienestar común, limita en cambio y en ordenamientos como el nues- 
tro incluso aniquila, los efectos del factor sorpresa. En la realidad 
odierna, dentro del derecho patrio el preaviso del estallamiento, antes 
del inicio de la abstención colectiva y concertada de las actividades, 
ha servido para controlar y hasta promover su represión, permitiendo, 
con el aletargamiento de la suspensión, la intimidación de los obreros 
huelguistas, la persecusi6n de los dirigentes de la lucha, los despidos 
masivos y el desaliento de las movilizaciones, amen del costo y retardo 
del trámite burocrático del procedimiento. De otra parte, habilita tam- 
bien, la cada vez más frecuente intervención de las autoridades labo- 
rales, más que para proveer a la amigable composición del conflicto, 
para imponer decisiones de consigna o golpear con la injerencia poli- 
ciaca a las coaliciones de trabajadores que se atreven a hacer uso de su 
derecho a la huelga. 

Formalmente, tras la recepción del pliego, el Presidente de la Junta 
o las autoridades de referencia cuentan con la obligación de notificarlo 
al patrón involucra'do dentro de las 48 horas siguientes, bajo su más 
estricta responsabilidad, habida cuenta que a partir de este momento. 
dará comienzo el recuento del termino para la suspensión. Apúntese 

18 Ross GÁMu, Francisco, Derecho procesal del trabajo, Mhxico, Cardenas. 1991. 
p. 662. 
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a este respecto, que las notificaciones surtirán efecto a partir del día 
y la hora en los cuales se hubieran realizado, aclaración hecha de que 
existen guardias permanentes para procurar diclio propósito. De otra 
parte, de presentarse la hipótesis de que al notificar el emplazamiento 
al patrón la Junta se estimare incompetente habrá de realizar la de- 
claratoria respectiva, contando los trabajadores con veinticuatro horas 
de plazo para señalar la instancia que estimen competente, con el pro- 
pósito, es claro, de que se le turne el expediente. Al efecto se previene 
legalmente (artículo 743 de la LFT), que el actuario deberá verificar 
el domicilio de la empresa o establecimiento señalado en autos. Que en 
tratándose de una persona moral, aquélla fisica con la cual la diligen- 
cia se entienda, tenga representación legal suficiente para ello. Que 
de no encontrarse el interesado o su representante se les deje citatorio 
para que lo esperen al siguiente día, a la hora que les fije. De esta 
suerte, si no obstante el citatorio, aquellos no se encontraran, la noti- 
ficación deberá de entenderse con cualquier persona que estuviera en 
la casa o local de la empresa emplazada. Finalmente, de encontrarse 
cerrado el duniicilio de la empresa, el actuario fijard la ckdula de la 
notificación en la puerta de ingreso. Ciertamente, en todos l a  casos, 
el actuario o notificador deberán asentar su razón dentro del expedien- 
te, señalando claramente, los motivos de su convicción para realizar la 
diligencia. 

Contemplado como piedra toral del procedimiento social que nos 
ocupa, el emplazamiento a huelga marca, para una importante corrien- 
te doctrinal, el inicio del periodo de prehuelga. De otra parte, confiere 
al patr6n un término de 48 horas para que pondere los extremos del 
conflicto y de su contestación respectiva, por escrito, a la Junta de Con- 
ciliación y Arbitraje (articulo 922, LFT). Por lo que concierne a la 
rebeldía del patrón para contestar el pliego, la Ley es omisa, de tal 
suerte que "en la práctica la contestación suele presentarse, fuera de 
término, si es que se presenta, en ocasi6n de la celebración de la audien- 
cia de conciliación": por lo mismo, la carga procesal de contestar el 
emplazamiento a huelga se encuentra contemplada en una norma in- 
completa, ayuna de sanción y por lo mismo incoercible, que acaso hace 
presumir la nilpa del patrón en la imputabilidad del movimiento." 

La doctrina patria suele analizar los efectos del emplazamiento a 
huelga que no deben confundirse con los de su estallamiento, y que 
determinan jurídicamente, la suspensión de las relaciones de trabajo 

i* BUEN, NeStor de, op. cit., p. 571. 



coi1 la omisión consecuente de prestar el trabajo debido y pagar los 
salarios respectivos. Ciertamente, aclaración hecha de que tal situación 
no provoca el que se interrumpan los derechos de antigüedad de los 
huelguistas o los derivados de la seguridad social, toda vez que las re- 
laciones de trabajo no terminan con la abstenciún colectiva de las acti- 
vidades laborales en la empresa. 

Por lo que respecta al emplazamiento a huelga, su efecto principal 
consiste en constituir al patrón en depositario de los bienes de la em- 
presa o establecimiento, alcanzados por dicho conflicto, por el tiempo 
precedente a la suspensión de las labores anunciada en el preaviso, en 
la atención de que adquiere todas las responsabilidades inherentes a 
ese cargo, incluyendo la penal. La razón resulta clara, pues se pretende 
evitar que la empresa esconda sus bienes o produzca su quiebra y su 
descapitalización. 

Otro efecto atribuible a esta figura es el de impedir la  práctica de 
cualquier tipo de embargo, secuestro, desahucio o aseguramiento de los 
bienes de la empresa o establecimiento emplazados. De la misma suer- 
te, suspende la ejecución de sentencias judiciales decretadas contra 
aquélla. 

Se excluyen, como excepciones, los créditos de los trabajadores, en el 
caso de indemnización, pensiones o prestaciones laborales, hasta por 
el monto de dos años de salarios; aquéllos existentes en favor del Ins- 
tituto h.lexicano del Seguro Social o del Instituto del Fondo Nacional 
de la Vivienda para los Trabajadores, así como los demás créditos fis- 
cales que pudieran presentarse, todo ello con detrimento de los efectos 
de la huelga cuya f u e r a  era irrestricta, cuando menos formalmente, 
antes de ser operadas las reformas procesales de 1980 (artículo 924 de 
la LFT). En teoría, la pretensión fue garantizar el pago preferente de las 
deudas con los trabajadores, pero en realidad lo qiie se ciibre son los 
créditos fiscales, vulnerándose, obviamente, la fuerza y contundencia 
de la huelga. 

Así, con objeto de evitar también, el tráfico con los crkditos, la pro- 
puesta oficialista ha acusado desde mucho tiempo atrás, la intención 
de fijar un limite al periodo de prehnelga, habiéndose ya propuesto 
que se concedan tres meses para que estalle la huelga o se archive el 
expediente.15 Se Iia buscado conseguir, de esta manera, afianzar la inter- 

13 Rus CiÁx\<u. Francisco, op. cit. ,  p. 665. 



vención de las Juntas tanto en la proclamación como en el destino de 
la huelga. 

De entre los efectos atribuibles al emplazamiento a huelga, cabe 
destacar también, la suspensión, en su caso, de los procedimientos para 
los conflictos colectivos de naturaleza económica que pudieran encon- 
trarse en trámite. Con referencia a esta etapa, debe precisarse, de otra 
parte, que en trathdose de la firma o revisión de los contratos-ley, el 
periodo de prehuelga comprende un término mínimo de treinta dias, 
según se desprende del articulo 938 de la ley. 

De otra parte, como protección a la eficacia de la utilización de esta 
figura, el legislador reconoce expresamente el derecho, de los trabaja- 
dores despedidos durante este periodo, para poder participar con su 
voto en el recuento, dentro del supuesto de llegar a cuestionarse el 
acopio de la voluntad mayoritaria para decretar la huelga. 

4. SUSPENSION OFICIOSA DEL PROCEDIMIENTO 

Como innovación determinante en las reformas procesales de 1980 
y como contrapartida de la concesión de diversas prerrogativas jurídicas 
de naturaleza individual, el legislador introdujo una limitación muy 
delicada a la libertad sindical y a la eficacia social de ese derecho, pre- 
cisando diversos supuestos en los cuales la Junta de Conciilación y Ar- 
bitraje no tramitará, oficiosamente, el escrito del emplazamiento a 
huelga. 

Por disposición de ley (articulo 923 de la LFT), el Presidente de la 
Junta de Conciliación y Arbitraje tendrá la obligación de cerciorarse, 
antes de dar curso al emplazamiento de huelga, si el sindicato huel- 
guista es titular del contrato colectivo de trabajo o administrador del 
contrato-ley, en la hipótesis de que se acudiera a este procedimiento 
para exigirle al patrón la firma. revisión o cumplimiento de tal tipo 
de instrumentos sindicales. 

De igual suerte, el Presidente de la Junta deberá verificar, de oficio. 
si en el caso de exigencia de la finna de un contrato colectivo de tra- 
bajo, por vía de la huelga, no se encuentra registrado ya, otro depo. 
sitado anteriormente. Sobre este particular estima Néstor De Buen 18 
que antes de la legitimación de esta circunstancia en las reformas pro. 
cesales de 1980, "siendo evidente la falta de objeto de ese emplaza. 
miento, las autoridades carecian de elementos para impedir su trlimite 

is ~ u w ,  Nktor de. op. cit., p. 569 



Iiabida cuenta de que en la etapa de preliuelga las facultades de las 
jiintas eran mínimas, sólo tendentes a conciliar el conflicto o a resol- 
ver, en todo caso, cuestiones de personalidad o competencia". 

Al respecto se sostiene de otra suerte, que el actuar de las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje en esa etapa tiene carácter administrativo sola- 
mente, criterio que rebate Climent >' sosteniendo que aquéllas no pue- 
den perder jamás su naturaleza y jerarquía de órganos jurisdiccionales 
avocados a realizar vinculatoriainente, todas sus actividades, proveidos 
y resoluciones, tal como sucede en la prehuelga con las excepciones de 
falta de personalidad o la tramitación facultativa para ellas del em- 
plazamiento a huelga dentro de los casos contemplados en el articu- 
lo 925. Compartimos tal criterio, pero con la plena convicción de que 
con ese carácter autoritario y jurisdiccional, se les habilita para que in- 
tervengan en las huelgas, pretendiendo arrancar a los tabajadores su 
libertad y derecho para decidir la suspensión temporal y articulada 
del trabajo, con afanes reivindicatorios de autotutela y resistencia sin- 
dical. Es este, evidente, el espíritu del legislador. 

Para algunos voceros del iusprivatismo, tal especie de medidas se 
legitimaron con la intención de impedir que los conflictos internos 
entre los trabajadores y sus organizaciones afectaran, con la huelga, ins- 
trumentada radicalmente como forma de presión, la vida y el futuro 
de la empresa. Pero se pasó por alto. que es frecuente la injerencia 
del patrón y sus cuadros administrativos en el desarrollo de los sindi- 
catos, pretendiendo controlarlos, o en su caso promover su confusión 
y divisiones, actitudes que en otros sistemas son tipificadas como cri- 
minales y sancionadas con la fuerza de la ley penal, sin que para ello 
sea afectado el caricter irrestricto de la huelga. A juicio de Trueba 
Urbina y Trueba Barrera: le "Lo correcto es que estos conflictos se 
tramiten por medio del procedimiento ordinario de la ley, para no cau- 
sar perjuicio irreparables a los trabajadores y sus fuentes de trabajo". 

Desde nuestra perspectiva, con semejantes reformas sólo se han legi- 
timado los llamados contratos de protección, que con gran frecuencia 
empresarios sin escríipulos negocian colectivamente. con sindicatos es- 
purios, a espaldas de los trabajadores, pactados, evidentemente, en las 
condiciones mínimas contempladas en la ley. Huelga señalar que regu- 

17 CLIMENI B E ~ N .  Juan Bautista, Elementos de derecho proceso1 del trabajo, 
Mexico, Esfinge, 1989, p. 295. 

la TRUEBA URBINA, Alberto y TRWEM B A R R ~ ,  Jorge, Ley Federal del Trabajo, 
Comcntarinc, prontuario, jurisprudcniia y bibliografin, México. Porriia, 1993, p. 428. 
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larmente, se les garantiza a los patrones que esos instrumentos no Iiabrán 
de ser revisados, acordándose como contrapartida, el pago de cuotas 
o gratificaciones periódicas en favor de los dirigentes sindicales que 
venden tales servicios. Se ha llegado a prohijar, de esta manera, un 
sistema deplorable que no sólo habilita la contratación colectiva con 
sindicatos fantasmas, en cuanto que son desconocidos para los trabaja- 
dores de la empresa, sino que tambien procura su registro secreto ante 
las Juntas. 

El legislador previene a través de esta f6rmula, que cuando los obre- 
ros de una empresa, tras el proceloso trámite de su registro, coiiformen 
su sindicato y hagan uso de la huelga para demandar la firma de su 
contrato colectivo de trabajo, vengan a ser sorprendidos, conjurándose 
su movimiento al ser declarado inexistente. Toparán con la sorpresa 
de que existe ya depositado un contrato de protección que deja sin 
efecto el objeto de su pliego petitorio, dando lugar al desgaste de fuer- 
zas y recursos materiales, vinculados a Ia frustraci6n por la auténtica 
defraudación de su derecho, amén de la represión y los socorridos des- 
pidos masivos que suelen suceder a los movimientos fallidos de huelga. 

De otra parte, es deber del Presidente de la Junta corrobor,ir si el 
escrito de huelga reúne los requisitos de fondo, forma y mayoria, exi- 
gidos por el articulo 920 de la Ley Federal del Trabajo. Así, de consi- 
derar que el movimiento no se ajusta, según el supuesto en que se en- 
cuentre, a las hipótesis de referencia, la Junta no dará trámite al escrito 
de emplazamiento de liiielga. El legislador previene, en todo caso, qiie 
el Presidente de aquklla, después de la verificación correspondiente, 
cuenta con la obligación de ordenar la certificación respectiva, debien- 
do notificarlo por escrito al p~omovente.'~ Esra posibilidad, e~tima 
Carlos De Buen,*a equivale a dejar a criterio del Presidente de la Junta 
la existencia misma del derecho de huelga. Por su parte, Manuel Fuen- 
teszl considera coa acierto que "La llamada calificación previa arre- 

19 "El prohlema plitico, mucho mAs delicado, es que la facultad de rechazo del 
emplazamiento, invocando dekctos de fondo y forma, es un elemento mis  en contra 
del derecho de huelga. Y por mis que siendo acto de autoridad el rechazo pueda 
scr sometido a juino de garantias, la duración de esos trámites que por ser dc am- 
paro indirecto aceptan dos instancias, hace nugltorio el derecho. En &pocas econi>- 
micas dificiles, a a  es un a m a  en contra muy incómoda para los sindicaros indrpen- 
dientes". BUEN LOZANO, Nestor de, o@. cit., p. 572. 

20 BUEN UNNA, Carlw de, Lqi Federal del Trabajo comentado, M&xico. Tliemis, 
1990, p. 398. 

21 EUENTES MuRrz, Manuel, Qud legislacid" queremos. El debate actual: dos pro- 
yecros de Nacidn, México, STUNAM, 1989, p. 27. 



bat0 a los t~ibajadures por medio de la coalición el dereclio a la huel- 
ga, cediiiiclosc excliiiivnmente su ejercicio a capricho de los líderes sin- 
dicales". 

Cabe subrayar a este respecto, la intención 1n;inifiesta de nues:ro sis- 
terna, apoyado en iin importante sector <le la docpit ica,  de resaltar la 
presencia y el dereclio privilegiado de tan sólo la mayoría de los tra- 
bajadores dc la empresa en lioelga. I>e igual fr>riiia, se festina que diclia 
figura se reserva, ronlo titiilar incontrastable, a la coalición obrera, de 
tal siierte qiie se excluya al trabajador, romo persona, en sil actuar y 
decisi6n individuales. 

Por niiesrrn parte compartimos el criterio de que compatible con el 
prinripio de liherr;id sin<lical, debe entenderse que la titularidad del 
dereclio de Iiiielga correspoiide individiialmente, a caila trabajador, si 
bien si1 cleliberacidn y estallamiento cuentan con caricter colectivo. 
Como bien a!~iintaba libaldo Prosp~et t i , ?~  los titulares del derecho de 
huelga son, no solamente los trabajadores siihordinados, sino tambien 
aquellos otros qiie les son considerados como equiparables, lo que equi- 
vale :I pensar en los casos de frontera entre el trabajo autónomo y el 
que se realiza para otros. 

Se apilnta en este sentido, que el trabajador, como titular del dere- 
clio de huelga, delibera y actiia en función de iin interés supraindivi- 
diial que el mismo tiene en común con la coalición obrera, a la ciial 
se integra para procurar la aiitotiitela a través de la cesación de las 
labores. Por lo mismo, se sostiene qiie la huelga es realizada por una 
agrupación suficientemente representativa del interPs profesional de los 
hi~el~pistas, capaz de ejercer presión sobre el patrón, el Estado o la 
propia colectividad, con objeto de que piiedan prosperar sus preten- 
siones o los cambios que se desean obtener. 

Sin embargo, dentro de nuestro sistema, el legislador confiere dicha 
titiilaridad a la coalición mayoritaria de los tiabajadores de la empresa 
con claros propósitos de controlar la actividad profesional y neutra- 
lizar la eficacia de la huelga. Convirtiendola en procedimiento, consi- 
gue el doble propósito de dificultar sil proclamación y estallamiento, 
a través del barroquismo procesal, a la vez que se impide, también, el 
actiiar espontáneo y consistente de la coalición suficiente de trabaja- 
dores, para cesar las labores, circunstancia que varia según el caso, 
dimensión y poder de los centros de trabajo. 

2s P R C S P F ~ ~ ~ . ~ ,  Vbal<lo, op .  cit., pp. 149-150. 



Mediante la fórmula legislativa de privilegiar a la coalicibn mayori- 
taria dentro de la empresa, se consigue cuando nienos formalmeiite, 
arrebatar al trabajador individualmente contemplado, la oportunidad 
la huelga y entienda tangible y respetada la autonomía colectiva siu- 
de coaligarse profesionalmente para que de manera colectiva estalle 
dical. En opinión de Puig Hernández,*a "es la naturaleza de los inte- 
reses controvertidos y no  el níimero de trabajadores involucrados, el 
que determina la cualidad colectiva de la acción y del conflicto, que 
son la manera en que se manifiestan los intereses comunes de los traba- 
jadores; . . .podríamos entonces afirmar que en un  movimiento de huel- 
ga resulta intrascendente la cantidad de prestadores de servicio que lo 
llevan a cabo y que lo importante será el tipo de los intereses en cues- 
tión". 

Cabe apuntar a l  efecto, que en diversos sistemas de avanzada, la li- 
citud de la huelga no  implica la participación de un determinado nú- 
mero de trabajadores, ni de ningún porcentaje de los efectivos de una 
empresa. En dicho sentido, m.anifiesta Javillier l4 "que nada de esto 
ocurre en Francia donde se rechaza la concepción cuantitativa", de tal 
suerte que se entienda que la única limitación aplicable a su ejercicio, 
es la imposibilidad de que la huelga sea estallada por un  solo traba- 
jador, en lo particular, toda vez que ésta reporta un fenómeno típico 
de concertación. movilidad y resistencia colectivas. 

Por otra parte, obstruyendo el actuar espontáneo de las coaliciones, 
sujetando su movilizaci6n a requisitos numkricos, ámbito de acción 
(circunsuito a una empresa) e liipútesis excluyente (la titularidad del 
contrato colectivo de trabajo o el registro secreto del mismo) se preten- 
de institucionalizar el totalitarismo de los sindicatos registrados, apo- 
yados e incondicionales del sistema. En esta virtud, no  dejamos <le 
afirmar que como ocurriera en otro tiempo, por encima de los ordena- 
mientos penales que las proscribieron de manera expresa, las coaliciones 
obreras reivindicarán sus opciones de resistencia y presibn haciendo uso 
de la huelga, pero sin limitaciones, mediante la vía de facto, como ya 
ha ocurrido en México con el sindicato de la UNAM, trastocando su 
fisonomia como asociaciones profesionales no reconocidas. 

Ha menester imponer por la fuerza de los hechos, que sea un número 
consistente de trabajadores y no por necesidad, el mayoritario de una 

23 PUIC HERN~NDEZ, Carlos Alberto. Teoria y p ~ d c l i o l  de  la  Iiuelga en i1.fixico. 
México, Porrúa, 1989, p. 129. 

2 1  JAY~UER, Jean-Claude, De~echo del trobajr>. Madiid, Institiito <le E~ru<lios La- 
horalcs y de la Seguridad Social, 1982, p p  493-494. 



empresa. el que decrete y realice la abstención coricertada del trabajo, 
circunstancia que en la vida democrática depende de la evaluación de 
facto, resultante de la coyuntura y tipo de conflicto de intereses. Por 
ello resulta autoritario el circunscribir por decreto y sin sentido social 
la constricción de la liuelga a una sola empresa o centro de trabajo. 

Dentro de otro orden de ideas, cabe dejar muy bien claro que si la 
Junta determina notificar el pliego petitorio y emplazar a huelga al 
patrón involucrado, deberá dc proveer a la conciliación de las partes 
eri conflicto tal y como se precisará a continuación, toda vez que como 
se proclama formalmente, la función del Estado es promover la coexis- 
tencia pacifica y la justicia social. Por lo mismo, en curioso contraste, 
nos parece sugestiva la tesis de Ortega Arenaszs con respecto a que 
dentro de nuestro sistema "si los funcionarios gubernamentales quieren, 
rnrreri el traslado del aviso. si no, no lo hacen y la huelga no  puede 
rralirarse". 

5 .  1.A FUNCION CONCILIATORIA EN L A  PREHUELGA 

Es criterio corriente en la dogmática patria que el periodo de pre- 
liuelga tiene romo objeto basilar el promover la conciliación de los con- 
flictos de Buelga, en virtud de los efectos que producen no tan sólo 
entre las partes, sino sobre la estabilidad y bienestar generales. De esta 
suerte, entre la proclamación de la Iiuelga y el estallamiento de la 
niisma, nuestro ordeiiamiento impone la realización de una etapa de 
gestión conciliatoria, exigida y procurada por la Junta, que suele con- 
siderarse como un aspecto nodal del llamado procedimiento de huelga, 
toda vez que pretende avenir, sin renuncia de dereclios laborales, el 
coriflicto colectivo <le intereses. Ha sido en este sentido, que el legis- 
lador determinó dotar a esa audiencia de conciliación de fuerza vincu- 
liitoria con respecto a los sujetos del conflicto de huelga. 

Previene entonces la ley, que la Junta competente deberá de citar a 
1;is partes con objeto de avenirlas en la audiencia, ciiyo estudio nos 
ocupa y que liabrá de celebrarse antes de la feclia señalada en el aviso 
(le cesación del trabajo. Cabe precisar, también, que en nuestro sistema 
se previene que la coalición de los trabajadores emplazantes podrá so- 
licitar el diferimiento de la audiencia de conciliación, tan sólo por una 
vez (articulo 926, LFTj, por lo que se tia ciiestionado que dicha dispo- 
sición resulta inociia toda vez que no prohibe que aquélla sea prorro- 

i.5 Oai-rc.& A X E N ~ S ,  Juan, op. cit., p. 74 
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gadazG En este sentido, agrega Néstor De Buen que las coaliciones 
o los sindicatos podrán convenir con el patrón todas las prórrosas qiie 
estimen necesarias, en virtud, sencillamente, de que la Ley no lo impide. 

Dentro de la dogmática y el espíritu oficial Climent Beltrán consi- 
dera que "el diferimiento no significa una prórroga, toda vez que 
la misma no implica ampliar el término del aviso de la huelga; en 
cambio, el diferimiento entraña únicamente señalar nueva audiencia 
dentro del termino del aviso, para procurar la conciliación antes de la 
suspensión de las labores". Desde nuestra perspectiva, tal debate tras- 
ciende bien poco, cuando el esfuerzo toral ha de propender a reivin- 
dicar a los obreros su libertad sindical y el acopio irrestricto de la hii-1- 
ga como una expresión espontánea y necesaria de la acción directa y 
concertada del trabajo. 

Por lo que hace a nuestro ordenamiento, explica el maestro Bara- 
j a ~ , ~ *  que se ha creado u n  cuerpo de conciliadores" que actúan en casi 
todos los tribunales laborales de la República, federales o estataleí, 
quienes están encargados de tan importante e indispensable función". 
Para Mario de la CuevaBo se trataba indubitablemente, de "hombres 
sabios y justos", formados en la experiencia cotidiana, al contacto con 
la visi6n que proporciona la tarea de tratar y resolver las numerosas 
controversias colectivas. 

En otra obra, apuntamos al respecto,i1 que la práctica demuestra una 
verdad muy distinta, ya que esos conciliadores responden a consignas, 
con suma frecuencia, amén de que actúan en el proceso tan sólo a la 
expectativa o de plano con la idea de confundir a los trabajadores. La 
mayoría de las veces prohijan pricticas retardatarias destinadas a desa- 
lentar las movilizaciones de la resistencia obrera o bien, en paradójico 
contraste, secuestran a las partes en conflicto, forzándolas a que pacten 
de acuerdo con el criterio ordenado desde arriba. De esta suerte, a 
traves de los conciliadores, muchas veces se empantanan las controver- 
sias de huelga. cuya solución se maneja de manera burocrática, bus- 
cando neutralizar los efectos de la acción directa. No es tampoco de 
extrañar que a través de este conducto, se anule el factor sorpresa, 

26 T R U ~  URBINA, Alberto y T R U ~ A  BAFWXA, Jorge, op. cit., p. 249. 
n B u w  Lon~o, Nkstor de, op. cit., p. 572. 
28 CLIMWT B E L ~ N ,  J., Bauti~ta, op. cit., p. 295. 
2s BAXATAS MONTES DE OUL, Santia~o. La huelzo. Un analisis combaratimo, Méxi- 

co. UNAM; 1983. 
- 

so Cuw~, Mario de la. o@. cit., t. 11, p. 642. 
31 SANW AZUELA, H~cu>;, OP. cit., p. 236. 
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iiiiuitiiaiido a los patrones las cstr;itegi;is o d:itos sobre el actiiar y las 
t:ictic::s <le los obreros Iiuelguistas. 

1)e otra parte, el legislador dcterinina expresamente, que la labor de 
aveiiimieiito no implica, de ningiina forma, que la Jurita pueda anti- 
cipar iiiiigúii jiiicio sobre la existencia o inexistencia, justificaci&n o 
iiijusiificación de la huelga. 

:Z1 iiiargcn de estos asertos, taiiibién es miiy cuestionable la eficacia 
y ~xotwciiin de la gestiúii conciliatori:~ en la ~>reliiiclga, cn virtud de 
l;i I:~lta <le preparación, sensibilidad y conciencia social de las Juntas 
de <:oiiciliación y Arbitraje, objeto frecuentemente, de la burocracia y 
el ;iuroritnrisrno. Por esta razdn, la siiperficialidad y la rutina, amén de 
la 11re111ura del trániitc, convieiten en nugatoria la importante función 
te<-iiico-juridica de la conciliación responsable como la alternativa y 
s~iliici~iii para este tipo de conflictos colectivos. 

Previene también la Ley (articiilo 927, fraccii>n 1), que si al contestar 
cl pliego petitorio, el patrón opone la excepción de falta dc persona- 
liclacl, 13 Junta deberá resolver previamente sobre dicha situación, ha- 
hida cuenta de que si la declara infundada, se continuará con la audien- 
cia ile conciliaci(jn, la cual se sujetará a Ins normas que regulan el 
~nocedimieiito conciliatorio ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, 
en lo que resulten aplicables. Sobre este particular se ha señalado, que 
concor<le con la fracción IV del articulo 920 de la Ley, "El patrón 
podrá impugnar la personalidad del sindicato o la coalición emplazan- 
te, al dar contestación al pliego de peticiones y que los trabajadores 
podrin impugnar la personalidad del patrún dentro de las cuarenta 
y ocho horas siguientes a la en que tengan conocimiento de su primer 
promoción".32 

Con respecto a este sistema, bien aclara Santiago Barajas,aZ que si 
1;i Jiinta estima procedente la excepción de falta de personalidad inter- 
piiesta por el patrón en su contestación" podrá suspender el trámite 
de la huelga hasta que se corrijan las deficiencias legales, de existir 
éstas; pero puede proveer a una suspensión definitiva y negar al em- 
plazante el derecho de plantear la huelga, de encontrar fundadas las 
objeciones patronales, expresando de manera fundada también, las ra- 
zones en que apoye su decisión. Si, por lo contrario, es declarada infun- 
[lada la oposición presentada, se continuará la diligencia observándose 

1 2  CÚai.->v~ ROMEW, Francisco, Derecho procesal del Irobajo, México. Cárdenas. 
19x6, p. 134. 

a:, Rnna,.rs M o m s  DE OCA, Santiago, 09. cit., p. 91. 



las normas que consigira la ley en el procedimiento conciliatorio de los 
juicios ordinarios. . .". 

Con respecto a la iiiiportancia de esta audiencia, cabe acotar que 
con base en la couvicciún de que debc manejarse conio un rito nece- 
sario, el legislador previene la obligación de los trabajadores emplazan- 
tea de asistir a diclia audiencia so pena de que no corra el término para 
la suspensión de las labores, asumiéudose en las Juntas el criterio de 
que el expediente respectivo se arcliive inmediatamente, como asunto 
total y definitivamente concluido. Agrega, por otra parte, que el Pre- 
sidente de la Junta podrá hacer acopio de las medidas de apremio para 
obligar al patrón a que asista a diclia audiencia (articulo 927, fraccio- 
nes 11 y 111 de la LFT). Tal  disposición se antoja absurda, si se piensa 
que el objeto de esta audiencia es conciliar a las partes y si alguiia es 
forzada a asistir, es seguro que se niegue a firmar ningún acuerdo. 

Sin embargo, sobre el peso de esta fase Bermúdez Cisneros considera 
que para que aquélla goce de plena efectividad, la presencia de las 
partes resulta imperiosa, a la vez que para alguna corriente de opinión, 
la ausencia de los Iiuelguistas evidencia su desistimiento thcito respecto 
al emplazamiento. Mas atendiendo a la praxis, muy bien lia apuntado 
Carlos De Buen U n n t ~ , ~ ~  que de manera arbitraria la Junta de Conci- 
liación y Arbitraje fuerza con suma frecuencia los pactos conciliatorios 
en las huelgas, impidiendo que la audiencia sea cerrada, retirando de 
la máquina de escribir el acta respectiva e impidiéndose a las partes 
el hacer sus manifestaciones convenientes, hasta en tanto no  se logre 
llegar a un arreglo o bien se estalle la huelga.. . Authticamente se- 
cuestradas, se les amenaza de que en caso de que se retiren "se les ten- 
drá por no presentados a la audiencia, haciendoles efectivos los aper- 
cibimientos a los cuales se refieren las fracciones 11 y 111 del artículo 
927, con lo cual es evidente, que a la autoridad le importa, fundamen- 
talmente, conjurar el estallamiento de la liuelga mis que procurar, 
técnicamente, un arreglo jurídico y equitativo del conflicto". 

Dentro de este orden de ideas estimamos que con el sistema jurídico 
vigente y a travks del procedimiento de imponer la conciliación en la 
prehuelga se pretende convertir la función de resistencia, traducible 
en la abstención temporal de las labores por los trabajadores, en un 
acto negocia1 concertado bajo la injerencia y el control directo del 
Estado. 

ar ~ m m i i o ~ z  Cisnwos, Mimcl  Anael. Derecho #rocesal del trabalo. M k i c o .  Tri-  
llas, 1989, p. 200. 

- - 
sa BUEN UNNA, CBTIOS de, ofi. cit., p. 4 N .  
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De otra suerte, se previene en fin, que "Los efectos del aviso ;i qiie 
se refiere el ;irticiilo 920, fraccióri 11 de la presente Ley, no se suspen- 
derán por la audieiicia de coiiciliaci6n ni por la rebeldía del patrón 
para coiiciiirir ü ella". 

No sc l"i<'<le sosl;iy.?r que además de ~ i i i ; i  tediosa gestión cit. riliiiia, 
niiiclias Leces asfixiante y opresiva, la conciliación x utiliza con frc- 
cuencia, como tina estrategia de las autoridades y el patrón para desig- 
nar excesivas comisiones de emergencia, que bajo el pretexto de que 
atienden determinadas actividades esenciales de la enipresa, que no 
pueden suspenderse porque provocarían el arruinamiento de la fuente 
de trabajo, en realidad liabilitaii el funcionamiento ordinario de la 
misnia, convirtieiido en nugatorios los efectos de la liuelga. Ello en con- 
traste evidente con el ~>ro@sito f o m l  de nuestro ordcnaiiiiento posi- 
tivo, que en principio parece apuntar a gararitizar la seguridad y con- 
servación de los locales de trabajo, así como de la maquinaria y las 
iiiaterias primas cuando así lo reclame el carácter, la fiinción y la exis- 
tencia de la empresa. 

Dentro de otro orden de ideas, la conciliación se nianipula, casi de 
manera regular, como una estrategia de control para evitar que en las 
fábricas, negocios o compañías se llegue a sentar el precedente del es- 
tallamiento de la Iruelga. Por lo mismo conviene recordar, con algún 
interesante dirigente obrero, que las Iiuelgas resultan victoriosas donde 
los trabajadores se encuentran concientirados, donde saben elegir el 
momento para proclamarlas, donde pueden disponer el manejo de sus 
reivin(1icaciones y mantienen contacto efectivo con sus drganos de ac- 
ción y resistencia.. .3" 

Por lo consiguiente. tras de contrastar la eficacia fornial y la niate- 
rial de las normas que rijen el derecho sindical en México, Manuel 
Fuentes 37 considera que los derechos de sindicación, contratación co- 
lectiva de trabajo y huelga se Iian llegado a convertir en una auténtica 
ficción, toda vez que los tribiinales de trabajo desoyen el sentido tutelar 
del ordenamiento laboral, para usar su propio código, que no  es otro 
que el de la consigna y el autoritarismo. De ahí nuestra convicción de 
liberar el ejercicio del dereclio irrestricto de Iiuelga del control e inje- 
rencia del Estado. 

Saltan a la vista, entonces, dentro del dereclio procesal social, en el 
marco del dereclio comparado, las bondades de la conciliación en los 

l o  ORTEGA ARENAS. Juan, op. cit. ,  p. 72. 
31 FI~FNT~S M., Manuel, op. cit., p. 25. 



conilictos colectivos y de manera especial e n  aquéllos sobre huelgas; 
mas la intervención directa d e  las autoridades laborales de  manera 
irresponsable y arbitraria, sólo acrecen la necesidad de  fortalecer el 
libre actuar de  las caoliciones de  trabajadores y su movilización d e  fac- 
to. Por ello se h a  denunciado q u e  si el papel de  las Juntas y d e  las 
autoridades es proveer al cumplimiento del derecho, esto sólo ocurre 
en teoría, pues la realidad es vergonzosa: "Hemos  asistido e n  los últ i-  
mos años, sentencia Manuel Fuentes,38 a los funerales d e  la Ley Federal 
del Traba jo  y del artículo 123 Constitucional. Pero el gran problema 
estriba e n  que  los funerales son todos los días. El espiritu del consti- 
tuyente  se entierra cada vez más  profundamente. El gobierno se h a  
instituido e n  el  d u e ñ o  de  la Ley. El sólo t iene derecho a interpretarla 
y de  nada valen las normas escritas.. .". 

Así, frente a tal orden d e  cosas, si la gestión conciliatoria h a  ven ido  
a desnaturalizarse, justificando el  actual vinculatorio de  las Juntas  de  
Conciliación y Arbitraje, para realizar u n a  justicia d e  consigna y n u -  
lificar la función reivindicatoria de  la huelga, ha menester transfor- 
marla o inclusive, suprimirla. Dentro de  este orden de  ideas, cuando 
la conciliación t iende a ser alterada e n  esta forma, cabe meditar e n  la 
propuesta de  Camerlynck y Lyon-Caen38 d e  que  debe d e  reconocerse 
a los trabajadores la  más amplia libertad para q u e  estallen la huelga. 

Por esa misma razón, a traves d e  la orientación e n  la doctrina debe- 
rá d e  presionarse e n  la cátedra y e n  la investigación jurídica, amen 
del  camino propio que  para lograr su función de  autopromoción y re- 
sistencia, asuman y desarrollen, merced a la acción directa, las agrupa- 
ciones profesionales de  los trabajadores. De esta suerte, para nosotros 
es claro q u e  el r i to  procesal d e  la prehuelga y la desvirtuada función 
conciliatoria están e n  crisis rotunda,  por l o  q u e  respecta cuando me-  
nos,  a la aspiración d e  u n a  vida democrática y un sistema verdadero 
d e  libertad sindical. 

Podemos entonces, af irmar sin cortapisas, q u e  dentro de  esta etapa 
formalmente procedimental, corresponde a la fuerza de  las coaliciones 
el reivindicar frente al sistema, el  derecho d e  los trabajadores profesio- 
nalmente organizados, para decidir las estrategias y proclamación, sin 
captaciones, de  las huelgas y demás expresiones similares de  la  acción 
directa y concertada del trabajo. 

38 FUENTES M., Manuel, op. cit., pp. 25 y 26. 
39 CAM-YNCK, G.  H. y LYON-CAEN, G., Dcrecho del trabojo, Madrid, Aguilar, 

1W4, p. 475. 
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